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En relación con la solicitud por parte de Adelante Valladolid de restablecimiento 
de la legalidad urbanística por infracción urbanística de las obras de reforma 
integral de la Estación de Autobuses, registrada el 25 de mayo de 2025 con 
número de registro 2025025960 

 

​ ​ ​ ​ ​ EXPONE 
 

PRIMERO. El pasado 25 de mayo Adelante Valladolid solicitó a la 
Administración Municipal (Ayuntamiento de Valladolid) que  proceda sin dilación 
al restablecimiento de la legalidad del orden jurídico incumplido, de 
conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III del Título IV de la LUCYL (art. 
111 a 122bis), disponiendo, como mejor proceda en Derecho, la suspensión 
inmediata de las obras relativas a la reforma integral de la Estación de 
Autobuses de Valladolid. 

 

SEGUNDO. Hasta la fecha el compareciente únicamente ha recibido una 
“Comunicación del Jefe de Sección de Obras y Actividades” con fecha de 
01/07/2025 (2025/APU_01/000152). El Jefe de Sección de Obras y Actividades 
señala: 

A la vista de que conforme a los informes recabados no concurre infracción en 
materia urbanística en el supuesto en cuestión que motive la incoación de 
expediente sancionador y de restauración de la legalidad alguno se da traslado 
a efectos de su conocimiento: 

Lo que informo para su conocimiento, a los efectos que procedan. 

De esta “Comunicación” no deriva efecto alguno, salvo el informativo. No da 
audiencia a esta parte, ni se resuelve, en Derecho, sobre la Solicitud 
formulada. El Procedimiento sigue pendiente de resolver, operando hasta ahora 



el silencio administrativo. Silencio que no exime a esta Administración de su 
deber de resolver, que es lo que aquí se reclama. 

 

TERCERO. Se ha abierto un procedimiento, que es un proceso para alcanzar 
una resolución, y hay un expediente administrativo, que es el documento físico 
o digital que contiene los actos y pruebas de ese procedimiento, pero no su 
terminación: la resolución por órgano competente, que en ningún caso es el 
Jefe de Sección de obras, de la estimación o no estimación de la solicitud 
formulada. 

Durante este proceso, se han emitido 2 informes técnicos y ninguno jurídico, en 
lo que se documenta como Actuaciones Previas (APU_01/00152). Se supone 
que Diligencias de inspección deben entregarse al órgano competente para la 
adopción de la Resolución que proceda, que es la fase de terminación del 
procedimiento (Ref. art. 340 RUCYL). 

La instrucción del procedimiento persigue que el órgano competente ponga fin 
al procedimiento con un acto decisor, dictando la resolución más adecuada y 
objetiva, con todas las garantías para los interesados. Esas garantías que 
hasta la fecha no solo no se han favorecido, sino que por el contrario se han 
evitado o impedido. 

La Administración está obligada a dictar resolución expresa en todos los 
procedimientos y a notificarla independientemente de cómo se haya iniciado, 
aunque la resolución sí puede consistir en una inadmisión de la solicitud. 
Contra estos actos los interesados podrán interponer Recurso que cabrá fundar 
en cualquiera de los motivos de nulidad a anulabilidad previstos en los artículos 
47 y 48 de la vigente Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

 

CUARTO. Obligación municipal de resolver por el órgano municipal 
competente la solicitud formulada en la Denuncia de infracción urbanística de 
las obras que se están ejecutando en la Estación de Autobuses. Artículo 21 de 
la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Obligación de resolver: 

1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en 
todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de iniciación. 

El precepto exige que la Administración resuelva expresamente, en tiempo y 
forma, las peticiones y recursos que le hayan sido formulados, cumpliendo así 
lo establecido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

La Administración está obligada a responder al ciudadano que acude a ella, y 
ha de ofrecer al ciudadano una respuesta directa, rápida, exacta y legal. La 
obligación administrativa de cumplir escrupulosamente con las normas que 
rigen los procedimientos, cuidando al máximo de todos los trámites que 
constituyen el expediente, dimana directamente del mandato recogido en el 



artículo 103 de la Constitución, según el cual la Administración debe servir con 
objetividad a los intereses generales y actuar con sometimiento pleno a la Ley y 
al Derecho, sometimiento que se articula mediante la sujeción de la actuación 
pública al procedimiento administrativo establecido por la Ley y según los 
principios garantizados por la Constitución en su artículo 9.3. 

Por ello, es indudable que ese Ayuntamiento debe dar el correspondiente 
trámite a cuantos escritos sean presentados por los ciudadanos con celeridad, 
agilidad y eficacia. La obligación de contestar persiste, aunque haya vencido el 
plazo de resolver; y la ausencia de una respuesta administrativa a la solicitud 
presentada por Adelante Valladolid supone un funcionamiento anormal de esa 
Administración municipal, que debe ser puesto de manifiesto. En consecuencia, 
sobre la solicitud formulada por Adelante Valladolid persiste a día de hoy el 
silencio administrativo y el deber de resolver del órgano competente de esa 
Administración Municipal. 

 

QUINTO. Notificación de los actos administrativos. La Ley 39/2015 regula la 
notificación de los actos administrativos en sus artículos 40-46, estableciendo 
que la notificación debe ser realizada preferentemente por medios electrónicos, 
especialmente cuando el interesado esté obligado a relacionarse 
electrónicamente con la administración. Las notificaciones deben contener el 
texto íntegro de la resolución, indicando si pone fin o no a la vía 
administrativa y los recursos procedentes. 

Artículo 40. Notificación. 

1. El órgano que dicte las resoluciones y actos administrativos los notificará a 
los interesados cuyos derechos e intereses sean afectados por aquéllos, en los 
términos previstos en los artículos siguientes. 

2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de 
la fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de 
la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía administrativa, la 
expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y 
judicial, el órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo para 
interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, 
cualquier otro que estimen procedente. 

Por cuanto antecede se reclama que esta Administración Municipal cumpla con 
su DEBER DE RESOLVER y deje de obstaculizar la defensa judicial de los 
hechos denunciados. 

 

En Valladolid, a 24 de noviembre de 2025 

 

 
Rodrigo Martin 
Presidente de Adelante Valladolid 
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